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Uno de las problemáticas más frecuentes en nuestro país es el tener la garantía estatal 
de pensión, o la prima media que es mencionada en el artículo 65 ley 100 de 1993, ya 
que al momento de llegar a tener la edad o sea caso de invalidez, para acceder a ella, 
las entidades administradoras de pensiones, ponen trabas por no presentar 
documentación completa, no tener semanas cotizadas o no tener la edad, pues en esta 
última, el Gobierno Nacional frecuentemente cambia la norma extendiendo los plazos 
para que sea positivo la respuesta a favor del afiliado o los beneficiarios directos. 
 
 
En la mayoría de los casos presentados por negación o por demora en la aprobación, el 
único camino “viable” para la aprobación es la vía jurídica, por medio de las acciones de 
tutela o ya sea una larga batalla por medio de un abogado externo, donde podemos 
preguntarnos inicialmente: ¿Qué tanto el Gobierno Nacional está velando por los 
intereses/beneficios del pueblo? 
 
 
Es así que a través de este proyecto de investigación se pretende determinar cuál ha 
sido el papel que ha desempeñado la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
en los procesos laborales contra Colpensiones en el municipio de Pereira, con el fin de 






1. FUNDAMENTACIÓN  DE LA  INVESTIGACIÓN 
 
1.1 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
Desde la implementación de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado en 
2011 y después de más de tres (3) años de funcionamiento no es notorio el cambio en 
la defensa jurídica en los procesos en que funge como demandado Colpensiones en el 
municipio de Pereira, el número de demandas que ahora reclaman derechos 
pensionales parece ir en aumento y aunque los procesos judiciales parecen ser 
juzgados en menos tiempo hay que tener en cuenta que esto se debe en mayor parte a 
la implementación de la oralidad y finalmente las sentencias siguen siendo 
condenatorias a Colpensiones y como si esto no fuera suficiente, el accionante después 
de haber padecido un proceso de casi un año y haber logrado por vía judicial la 
confirmación del derecho que siempre ha sido suyo debe solicitar nuevamente ante el 
fondo pensional, el cumplimiento de la sentencia de un juez de la Republica que se 
supone de obligatorio cumplimiento simplemente para que después de varios meses de 
no obtener respuesta alguna deba una vez más acudir al aparato judicial, esta vez no 
para que le declaren el derecho, sino para que por vía de tutela y después por incidente 
de desacato se coaccione a la administradora al cumplimiento de lo ordenado por el 
juez,  lo cual permite cuestionarnos,  
 
1.2 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
¿Cuál ha sido el papel de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
desde su entrada en funcionamiento en 2011, en los procesos laborales contra 






Se espera determinar si la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado está 
cumpliendo o no con el objeto para el cual fue creada y así evaluar la necesidad de su 
existencia y vinculación en los procesos judiciales, además de poder proponer políticas 
que efectivamente beneficien la situación jurídica del estado. 
 
Si bien la Agencia de defensa ejecuta funciones a nivel nacional, al delimitar el campo 
de la investigación a los procesos laborales contra Colpensiones en el municipio de 















3.1. OBJETIVO GENERAL 
 
 
Evaluar cuál ha sido el papel de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado, en los procesos laborales contra Colpensiones en el municipio de 
 Pereira. 
 
3.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
o Describir cómo se desarrollaba la defensa jurídica y los procesos donde se 
demandaba a Colpensiones antes de la existencia de la Agencia de defensa, 
esto es entre el 2009 y el 2011. 
 
o Establecer cuál es el papel de la agencia jurídica, cómo se desarrolla 
actualmente la defensa jurídica y los procesos donde se demandaba a 
Colpensiones, esto es, entre el 2012 y el 2014. 
 
o Analizar si la Agencia aplica efectivamente las políticas de prevención del 
daño antijurídico. 
 
o Concluir si el papel de la Agencia en la defensa de los procesos ante 
Colpensiones comparado con la defensa que se daba antes de su existencia 











Se ha generado un impacto considerable en la defensa de los procesos contra 
Colpensiones en el municipio de Pereira a través del buen desempeño y práctica de la 






La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado no ha generado un impacto 
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5.2. MARCO CONCEPTUAL 
 
* Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
 
A través de la Ley 1444 de 2011, se modificó estructuralmente la administración pública 
en el país, creándose la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, siendo una 
unidad administrativa especial, de carácter descentralizado del orden nacional, que 
cuenta con personería jurídica, autonomía administrativa, financiera y patrimonio propio. 
 
La Agencia está adscrita al Ministerio de Justicia y del Derecho, y tiene como objetivo la 
estructuración, formulación, aplicación, evaluación y difusión de las políticas de 
prevención del daño antijurídico, de igual forma la defensa y protección efectiva de los 
intereses litigiosos de la Nación en las actuaciones judiciales de las entidades públicas, 
en procura de la reducción de la responsabilidad patrimonial y la actividad litigiosa, cuya 
misión es planificar, coordinar, ejercer, monitorear y evaluar la defensa efectiva de la 
Nación, a fin de prevenir el daño antijurídico y propender al fomento de los derechos 
fundamentales. 
 
Con el decreto 4085 de 2011, se establecieron los objetivos y la estructura de la 
agencia. Su enfoque está orientado al diseño de estrategias, planes y acciones dirigidos 
a dar cumplimiento a las políticas de Defensa Jurídica de la Nación y del Estado, 
además de formular, evaluar y difundir las políticas de prevención de las conductas 
antijurídicas, del daño antijurídico y la dirección, coordinación y ejecución de las 
acciones que aseguren una adecuada defensa de los intereses litigiosos de la Nación.  
 
El Gobierno busca a través de su implementación unificar las políticas de defensa e 
información del Estado en casos de interés estratégico. 
 
* Colpensiones  
 
La Administradora Colombiana de Pensiones, COLPENSIONES, es una Empresa 
Industrial y Comercial del Estado organizada como entidad financiera de carácter 
especial, vinculada al Ministerio de Trabajo. (art 155 ley 1151 de 2007).  
 
Colpensiones hace parte del Sistema General de Pensiones y tiene por objeto la 
administración estatal del Régimen de Prima Media con Prestación Definida, las 
prestaciones especiales que las normas legales le asignen y la administración del 
Sistema de Ahorro de Beneficios Económicos Periódicos de que trata el Acto 
Legislativo 01 de 2005, en los términos que determine la Constitución y la Ley en su 
calidad de entidad financiera de carácter especial. 
 
Sus funciones, establecidas a través del Art 5 decreto 4936 del 29 de diciembre de 
2011, son: 
 
+ administrar en forma separada de su patrimonio los recursos correspondientes al 
Régimen de prima media con prestación definida, de conformidad con la ley 
+ administrar en forma separada de su patrimonio el portafolio de inversiones, ahorros y 
pagos del sistema de ahorros de beneficios económicos periódicos, así como los 
incentivos otorgados por el Gobierno Nacional para el fomento de esta clase de ahorro 
a cargo de la Administradora Colombiana de Pensiones  
+ diseñar y adoptar estrategias para otorgamiento de servicios adicionales o 
complementarios, para uso y disfrute de sus afiliados, ahorradores, pensionados y 
beneficiarios, tales como: servicios de pago y transacciones virtuales o tarjetas 
monederos, para lo cual podrá celebrar convenios con establecimientos públicos o 
privados, cajas de compensación, entre otros. 
+ realizar las operaciones de recaudo, pago y transferencias de los recursos que deba 
administrar. Para este efecto, podrá hacerlo directamente o por medio de terceros, 
asociándose, celebrando acuerdos de colaboración empresarial, efectuando convenios 
o contratando con instituciones financieras o sociedades que presten servicios de 
administración de redes de bajo valor. También podrá realizar estas operaciones 
directamente, de acuerdo con las normas vigentes, siempre y cuando demuestre que 
está en condiciones de hacerlo a costos inferiores que los que encuentre en el 
mercado. 
+ gestionar la historia laboral y pensional, los registros de sus beneficiarios, adelantar 
los registros de novedades, analizar la consistencia de información y hacer el manejo, 
la conservación y la custodia documental. 
+ administrar la nómina de las personas a quienes se les reconozcan beneficios y 
prestaciones, gestionar las novedades, liquidar, verificar y pagar las correspondientes 
prestaciones y beneficios. 
+ elaborar y mantener actualizados los cálculos actuariales con el fin de cuantificar el 
pasivo pensional de las mesadas actuales, de las futuras, de conmutaciones 
pensionales, de bonos, de cuotas partes y realizar los demás cálculos que sean 
necesarios de conformidad con las normas legales. 
 
* Daño antijurídico 
 
Este concepto fue desarrollado especialmente por la doctrina española y como lo 
menciona Tomás Ramón Fernández “fue el producto puro y simple de la audacia de un 
grupo de jóvenes administrativistas que entonces empezaban su carrera académica en 
el seno de la sección de Administración pública del Instituto de Estudios Políticos, a la 
que el gobierno de entonces encargó la elaboración de un anteproyecto de Ley de 
Expropiación Forzosa….A un tercero, que asumió como ponente el protagonismo 
principal en la elaboración del citado anteproyecto de ley… todo perjuicio o detrimento 
patrimonial imputable a un sujeto (administración en este caso), será una lesión, un 
perjuicio injusto, que por la propia virtualidad de esa última nota, tenderá a su 
reparación, generando un deber de resarcimiento, que es en lo que se concreta la 
responsabilidad civil”. 
 
Nuestra constitución de 1991 acogió por completo la doctrina española y expresa: “se 
predica que existe daño antijurídico cuando ‘se cause un detrimento patrimonial que 
carezca de título jurídico válido y que exceda el conjunto de las cargas que 
normalmente debe soportar el individuo en su vida social’, recordando así que se 
desplaza el fundamento de la responsabilidad administrativa, del concepto subjetivo de 
la antijuridicidad de la acción del Estado al concepto objetivo de la antijuridicidad 
producido por ella”. 
 
Concluimos, que, se presenta un daño antijurídico, cuando la producción de ese daño 
NO se encuentra justificada por título jurídico válido alguno, es decir, que la 
administración NO está legitimada para causar el daño y por ende el administrado no 
está en la obligación de soportarlo. 
 
5.3. MARCO HISTÓRICO Y CONTEXTUAL 
 
La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado,  se creó con el fin de liderar la 
defensa jurídica del Estado en procura de la protección efectiva de los intereses 
litigiosos de la Nación, en las actuaciones judiciales de las entidades públicas, con el fin 
reducir la responsabilidad patrimonial y diseñar las estrategias, planes y acciones 
dirigidos a dar cumplimiento a las políticas de defensa jurídica de la Nación y del Estado 
definidas por el Gobierno Nacional.  
 
Se implementó la misma, por lo siguiente: 
a. La Gestión Jurídica Pública está desvertebrada institucionalmente y es 
incongruente a través del artículo 90 de la constitución política. 
b. Además de la necesidad de comprender el concepto de DAÑO 
ANTIJURIDICO y de elaborar políticas que permitan prevenir y administrar 
el riesgo jurídico que éste suscita. 
c. Pero no solo lo anterior llevó al Estado a crearla ya que se presenta una 
excesiva litigiosidad contra este.  
d. La deficiente defensa judicial de las entidades públicas y falta de recursos 
suficientes para su defensa.  
e. El daño antijurídico que genera demandas y condenas contra el Estado es 
un problema endémico de falta de modernización y profesionalización de 
la administración estatal. 
f. Se denota la ausencia de una cultura de la administración de lo público 
con el enfoque de Buen Gobierno. 
g. De igual forma, inexistencia de una cultura en la administración pública 
que propicie las soluciones a través de los mecanismos alternos de 
solución de conflictos. 
h. Y finalmente, se crea por la necesidad de contar con sistemas de 
información de la actividad litigiosa de la administración para mejorar las 
capacidades de defensa judicial. 
 
La creación de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, era una de las 
metas contenidas dentro del plan de desarrollo 2010-2014, creada a través de la ley 
1444 de 2011, con objetivos y estructura establecidos por el Decreto 4085 de 2011, 
destacándose como una Unidad Administrativa Especial, con personería jurídica, 
autonomía patrimonial y administrativa y patrimonio propio, destacándose como entidad 
descentralizada del orden nacional, adscrita al Ministerio de Justicia y del Derecho. 
 
• La defensa Jurídica a nivel internacional 
 
En Francia, desde el 2004, la defensa de los entes públicos se realiza a través de 
abogados externos especialistas en diferentes temas con mejor capacidad de 
respuesta. 
 
España, corresponde exclusivamente al cuerpo de abogados del Estado,  quienes 
ejercen funciones de asesoramiento y defensa bajo la dirección del Abogado General 
del Estado. En el año 2007 reportaron una tasa de éxito del 86% en los pleitos contra el 
Estado. 
 
En América, Chile, tiene un Consejo de Defensa del Estado, conformado por 12 
consejeros designados por el presidente de manera inamovible hasta su edad de retiro 
forzoso. Es un organismo independiente. En el 2009, la gestión del Consejo produjo un 
ahorro del 97% del total de las pretensiones presentadas en contra del Estado. 
 
• La defensa Jurídica En el Estado Colombiano 
 
Por defensa jurídica comprendemos: el conjunto de las actuaciones dirigidas a la 
garantía de los derechos de la Nación y del Estado y de los principios y postulados 
fundamentales que los sustentan, y a la protección efectiva del patrimonio público 
(decreto 4085 de 2011, art 3). 
 
Esta defensa supone:  
a. Entendimiento de la institucionalidad  
b. Claridad sobre las competencias 
c. Identificación de los riesgos 
d. Compromiso institucional con programas y proyectos 
e. Capacidad de resolver y anticipar problemáticas impidiendo en lo posible su 
judicialización. 
 
Está establecida como expresión del Estado Social de Derecho para: 
1. Defender los intereses estatales 
2. Defender los recursos públicos 
3. Garantizar los derechos de los ciudadanos  
 
• Ciclo de la defensa Jurídica  
 
                           
 
• Intereses Litigiosos de la Nación 
 
1. En los que esté comprometida una entidad de la Administración Pública del 
orden nacional por ser parte en un proceso 
2. En procesos en los cuales haya sido demandado un acto proferido por una 
autoridad pública o un órgano estatal del orden nacional, tales como leyes y 
actos administrativos, así como aquellos procesos en los cuales se controvierta 
su interpretación o aplicación 
3. En procesos en los cuales se controvierta una conducta de un servidor público 
del orden nacional. 
4. En procesos en el orden regional o internacional en los cuales haya sido 
demandada la Nación. 
5. En los que determine el Consejo Directivo de la Agencia dentro de los 
lineamientos y prioridades señalados por el Gobierno Nacional.  
 
5.4. MARCO JURÍDICO 
 
1. Directiva Presidencial 03 del 20 de marzo de 1997 
2. DECRETO 1214 DE 2000 
3. LEY 790 DE 2002 
4. DECRETO 200 DE 2003 
5. DIRECTIVA PRESIDENCIAL 02 DE 2003 
6. Directiva Presidencial 02 del 28 de febrero de 2003 
7. Directiva Presidencial No. 01 del 30 de marzo de 2004 
8. Directiva Presidencial No. 01 del 18 de febrero de 2005 
9. Directiva Presidencial No. 02 del 11 de mayo de 2005 
10. Directiva Presidencial No. 03 del 22 de mayo de 2009 
11. Directiva Presidencial No. 04 del 22 de mayo de 2009 
12. Directiva Presidencial No. 05 del 22 de mayo de 2009 
 
 
5.5. MARCO TEÓRICO 
 
La agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado cumplirá las siguientes funciones: 
 
1. En Relación con las políticas 
 
• Formular, aplicar, evaluar y difundir las políticas públicas en materia de prevención 
de las conductas públicas antijurídicas, del daño antijurídico y la extensión de sus 
efectos, la defensa jurídica pública y la protección efectiva de los intereses 
litigiosos del Estado, así como diseñar y proponer estrategias, planes y acciones 
en esta materia para la prevención de las conductas antijurídicas por parte de 
servidores y entidades públicas, el daño antijurídico y la extensión de sus efectos. 
 
• Diseñar y proponer estrategias, planes y acciones para la utilización de los 
mecanismos alternativos de resolución de conflictos 
 
• Diseñar y proponer estrategias, planes y acciones para la participación en 
procesos judiciales en los que la  Nación o las entidades públicas del orden 
nacional sean parte demandante o demandada o deban intervenir 
 
• Diseñar y proponer estrategias, planes y acciones para el cumplimiento de 
sentencias y conciliaciones y la recuperación de dineros públicos por la via de la 
acción de repetición  
 
• Diseñar e implementar, en coordinación con el Ministerio de Hacienda y Crédito 
público, estrategias, planes y acciones dirigidos a mitigar los efectos negativos 
asociados a las controversias que por su relevancia fiscal se definan como 
prioritarias 
 
• Diseñar y proponer políticas de aseguramiento de las entidades estatales y de los 
servidores públicos 
 
• Coordinar la implementación de las políticas y estrategias para la prevención del 
daño antijurídico, la defensa jurídica efectiva del Estado, la reducción de la 
responsabilidad patrimonial y la recuperación de recursos públicos con las 
entidades y organismos del orden nacional. 
 
2. en relación con la coordinación de la defensa 
 
• elaborar protocolos y lineamientos para la adecuada gestión de la defensa jurídica 
del Estado, cuando haya lugar a ello 
 
• elaborar los instructivos para la aplicación integral de las políticas de prevención y 
de conciliación, así como los relativos al Sistema Único de Gestión e información 
 
• difundir los cambios normativos, jurisprudenciales y de políticas de prevención y 
defensa jurídica que resulten relevantes entre los servidores públicos y 
contratistas que intervienen en la defensa jurídica del Estado 
Los protocolos y lineamientos para la gestión de la defensa de  jurídica del Estado, 
cuando existan, serán vinculantes para los abogados que ejercen la representación 
judicial de las entidades del orden nacional, salvo razones justificadas para apartarse 
de los mismos, de las cuales se deberá dejar constancia. Los instructivos para la 
aplicación integral de las políticas de prevención del daño y de conciliación, así como 
los relativos al sistema único de gestión e información serán vinculantes para las 
entidades del orden nacional. 
 
3. En relación con el ejercicio de la representación 
 
• Asumir, en calidad de demandante, interviniente, apoderado o agente y en 
cualquier otra condición que prevea la ley, la defensa jurídica de las entidades y 
organismos de la Administración Pública, y actuar como interviniente en aquellos 
procesos judiciales de cualquier tipo en los cuales estén involucrados los intereses 
de la Nación, de acuerdo con la relevancia y los siguientes criterios: la cuantía de 
las pretensiones, el interés o impacto patrimonial o fiscal de la demanda; el 
número de procesos similares; la reiteración de los fundamentos fácticos que dan 
origen al conflicto o de los aspectos jurídicos involucrados en el mismo; la materia 
u objetos propios del proceso y la trascendencia jurídica del proceso por la 
creación o modificación de un precedente jurisprudencial 
 
• Designar apoderados, mandatarios o agentes para el cumplimiento de la función 
anterior 
 
• Coordinar o asumir la defensa jurídica del Estado en los procesos que se 
adelanten ante organismos y jueces internacionales o extranjeros, de conformidad 
con los tratados y acuerdos que regulen la materia, salvo las controversias a las 
que se refiere el numeral siguiente 
 
• Apoyar al Ministerio de Comercio, Industria y Turismo en la defensa de las 
controversias comerciales internacionales del Estado colombiano y en los 
procesos que se adelanten en instancias internacionales en relación con 
obligaciones contenidas en tratados internacionales en materia de inversión. 
 
• Apoyar a las diferentes entidades en la creación y conformación de comités 
técnicos de apoyo para el mejor desempeño de sus funciones en procesos que se 
adelanten en instancias internacionales o extranjeras 
 
• Dar instrucciones para interponer, en los casos procedentes y cuando lo estime 
conveniente, acciones de tutela contra sentencias de condena proferidas contra 
entidades públicas, así como para coadyuvar las interpuestas por las propias 
entidades 
 
• Ejercer la facultad de insistencia para la selección de sentencias de tutela para 
revisión por la Corte Constitucional, en términos previstos en la ley 
 
• Participar en los comités de conciliación de las entidades u organismos del orden 
nacional, cuando lo estime conveniente, con derecho a voz y voto y actuar como 
mediador en los conflictos que se originen entre entidades y organismos del orden 
nacional 
 
• Hacer seguimiento al debido ejercicio de la acción de repetición por parte de las 
entidades del orden nacional y dar instrucciones a las entidades para que, de 
conformidad con la ley, instauren acciones de repetición por el pago de sentencias 
y conciliaciones de carácter indemnizatorio causadas por dolo o culpa grave de los 
agentes estatales o interponerlas directamente cuando la entidad u organismo del 
orden nacional no las ejerzan habiendo lugar a ello. 
 
5.6. MARCO JURISPRUDENCIAL 
 
A través del decreto 1365 de 27 junio de 2013, se reglamentaron las disposiciones de la 
ley 1564 de 2012, relativas a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 
 
• Intervención discrecional: podrá intervenir en los procesos que se tramiten en 
cualquier jurisdicción, siempre que en ellos se controviertan intereses litigiosos de 
la Nación y el asunto cumpla con los criterios establecidos por el Consejo Directivo 
de la ANDJE. 
• Intereses litigiosos de la Nación:  se consideran intereses litigiosos de la 
Nación, en los términos previstos en el parágrafo del artículo 2 del Decreto ley 
4085 de 2011, los siguientes:  
1. Aquellos en los cuales esté comprometida una entidad de la Administración 
pública del orden nacional por ser parte en un proceso 
2. Aquellos relacionados con procesos en los cuales haya sido demandado un 
acto proferido por una autoridad pública o un órgano estatal del orden nacional, 
tales como leyes y actos administrativos, así como aquellos procesos en los 
cuales se controvierta su interpretación o aplicación 
3. Aquellos relacionados con procesos en los cuales se controvierta una conducta 
de un servidos público del orden nacional 
4. Aquellos relacionados con procesos en el orden regional o internacional en los 
cuales haya sido demandada la Nación o el Estado. 
5. Los demás que determine el Consejo Directivo de la ANDJE. 
• Notificación de autos admisorios y de mandamientos de pago a la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado: donde se nota que el correo 
electrónico  cumple los mismos propósitos que el servicio postal autorizado para 
enviar la copia de la demanda, de sus anexos y del auto admisorio, en los 
términos del artículo 197 del Código de procedimiento administrativo y de lo 
contencioso administrativo. En estos casos, no será necesaria la remisión física de 
los mencionados documentos. 
 
• Entrega de copia de solicitud de conciliación extrajudicial a la ANDJE 
 
• Contenido de los conceptos sobre extensión de jurisprudencia: Los 
conceptos que profiera la ANDJE, en virtud de lo dispueto en el Arti 614 del 
Código General del Proceso deberán contener, como mínimo: 
1. La identificación de la sentencia o las sentencias cuya extensión fue solicitada 
2. Un dictamen motivado acerca del carácter de unificación de la sentencia 
invocada. Si ésta se limita a reiterar el contenido de una decisión anterior, el 
concepto también la comprenderá 
3. La identificación de los supuestos de hecho y de derecho en los que dicho fallo  
es aplicable y las consecuencias jurídicas aplicables de acuerdo con la 
sentencia. 
 
• Alcance de los conceptos sobre extensión de jurisprudencia: los conceptos 
que la ANDJE, rinda a una entidad pública serán aplicables a todas las demás 
peticiones de extensión de jurisprudencia que se presenten ante ella con base en 
la misma sentencia o en otra que reitere su contenido. Si la entidad solicita un 
nuevo concepto sobre el mismo fallo, la ANDJE podrá remitirse a los conceptos 
anteriores, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del articulo 19 del Código 
de Procedimiento Administrativo de lo Contencioso Administrativo. 
• Aplicación de la decisión extendida: La existencia de un concepto de la Agencia 
favorable a la extensión de los efectos de una sentencia será elemento de juicio 
en las decisiones de los comités de conciliación de las entidades públicas, en 





















6. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
 
6.1. TIPO DE INVESTIGACIÓN 
 
 
Esta investigación es de carácter descriptivo, porque se puede describir las 
características del problema 
 
 
6.2. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
 
 
El método utilizado fue “análisis y síntesis”, teniendo en cuenta que se tomaron los 
conceptos doctrinales y jurisprudenciales 
 
 
6.3. FUENTES DE INFORMACIÓN  
 
Informes de gestión de la ANDJE y COLPENSIONES, sentencias de acciones de 







6.4. RUTA METODOLÓGICA 
 
La ANDJE en desarrollo del acuerdo 007 de 2012 y en su función de coordinador 
interisititucional, ha venido realizando mesas de trabajo conjuntamente con el ISS en 
liquidación, COLPENSIONES y el acompañamiento de la Procuraduría General de la 
Nación, para hacer el seguimiento en el cumplimiento del mismo, con el fin de buscar 
alternativas administrativas y procesales para finiquitar los procesos ejecutivos de 
sentencias judiciales que se tramitan en la actualidad ante los diferentes despachos 
judiciales del país, así como para evitar preventivamente el trámite de futuros conflictos 
derivados de la ejecución de sentencias judiciales en temas pensionales o de la 
seguridad social que se pudieren instaurar a futuro. 
 
A la fecha según la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, no tienen claro el 
universo de sentencias ejecutivas ejecutoriadas, puesto que desde principios de año, se 
había concretado un total de 11.400 sentencias ejecutivas y al parecer según lo 
manifestado por COLPENSIONES, están pendientes de validar un número aproximado 
de 8.600, que aumentaría el universo establecido inicialmente a un gran total 
aproximado de 20.000 sentencias ejecutivas de las cuales se informó que se han 
cumplido a corte de septiembre del presente año 2.616 sentencias ejecutivas. Se 
considera importante seguir en el acompañamiento que la ANDJE ha venido realizando 
a COLPENSIONES, para que en cumplimiento del Auto de la Corte Constitucional se 
realice el pago de estas sentencias. 
 
 
Al día de hoy no tenemos claro el universo de sentencias ejecutivas ejecutoriadas, 
puesto que desde principios de año, se había concretado un total de 11.400 sentencias 
ejecutivas y al parecer según lo manifestado por COLPENSIONES, están pendientes 
de validar un número aproximado de 8.600, que aumentaría el universo establecido 
inicialmente a un gran total aproximado de 20.000 sentencias ejecutivas de las cuales al 
23 de septiembre de 2013 se informó que se han cumplido 2.616 sentencias ejecutivas. 
 
 
Se considera importante seguir en el acompañamiento que la ANDJE ha venido realizando 
a Colpensiones, para que en cumplimiento del Auto de la Corte Constitucional se realice el 
pago de estas sentencias.  
 
 
El resultado obtenido de nuestra muestra aleatoria fue de 338 procesos para revisar en las 
siguientes ciudades: Medellín, Cali, Bogotá, Ibagué, Pereira, Armenia, Manizales, Pasto, 
Palmira, Montería, Cúcuta, Bucaramanga, Santa Marta y Valledupar, para lo cual esta 
Dirección contrató a dos personas capacitadas para recoger la información en una ficha 




Teniendo en cuenta el anterior resultado, la Agencia prepara un instructivo de líneas de 
defensa para entregar a COLPENSIONES y con esto finiquitar el cumplimiento del 
Acuerdo 007 de 2012 
 
 
En el marco de la rendición de cuentas de Colpensiones, su presidente, Mauricio 
Olivera, advirtió que la administradora de pensiones del Estado ha detenido el presunto 
desembolso fraudulento de 15 mil millones de pesos correspondientes a los recursos 
pensionales de la Nación y de los afiliados al Régimen de Prima Media. 
 
"Gracias a un trabajo conjunto con la Fiscalía General de la Nación, la Dirección de 
Investigación Criminal e Interpol, Dijin; el cuerpo Técnico de Investigación, CTI; la 
Secretaría de Transparencia de la Presidencia de la República, y la Procuraduría 
General de la Nación, hemos detectado no solo intento de fraude de recursos públicos 
sino que distintas modalidades mediante las cuales se pretende llevar a cabo 
eventuales fraudes", aseguró el presidente de la entidad, Mauricio Olivera. 
 
El secretario de Transparencia de la Presidencia de la República, Camilo Enciso, 
aplaudió las acciones oportunas y diligentes que viene adelantando la administradora 
de pensiones del Estado, para garantizar las buenas prácticas en el ámbito pensional. 
 
"Nosotros hemos acompañado a Colpensiones en todo el proceso de radicación de 
denuncias penales ante las autoridades competentes. Estamos en un trabajo de cero 
tolerancias frente a la corrupción. La administradora de pensiones del Estado ha pedido 
ser reconocido como víctima en todas esas denuncias penales que han sido radicadas 
y acá pedimos el concurso de la ciudadanía para que no se deje engañar. Y hay que 
dejar acá un mensaje muy claro y es que no es necesario, de ninguna manera, acudir a 
intermediarios, a tramitadores para adquirir su pensión", aseguró el alto funcionario del 
Gobierno Nacional. 
 
En materia de fortalecimiento del trabajo preventivo frente a casos de corrupción, la 
Secretaria de Transparencia ha estado acompañando a Colpensiones en el proceso de 
mejora de su sistema de elección de personal, de contratación de personas con 
calidades idóneas, de integridad, de transparencia y de honestidad. 
 
Adicionalmente la Oficina de Control Interno Disciplinario de Colpensiones, Ocid, lleva a 
cabo distintas iniciativas con las que busca garantizar al interior de la entidad prácticas 
de buen gobierno y transparencia, como los son el Código de Ética y Buen Gobierno, 
Sarlaft (Sistema de Administración de Riesgos de Lavado de Activos y Financiación del 
Terrorismo), y el Pacto de integridad y Transparencia que deben firmar todos los 
colaboradores y contratistas que ingresan a la entidad. 
 
La administradora de pensiones del Estado ha identificado los siguientes tipos de 
fraude: 
1. Venta de documentos falsos, es decir, se acercan a la persona engañándola y 
diciéndole en este documento que Colpensiones le va a cumplir, y le cobran un 
dinero. 
 
2. A través de los dictámenes de incapacidad laboral que falsifican. A través de 
ello consiguen que se les pague una pensión 
 
3. Aumento de semanas en la Historia Laboral, a través del cual también se 
puede conseguir una pensión. 
 
Rendición de cuentas: retos y logros de una transformación. 
 En 2 años y 10 meses, Colpensiones ha atendido más del cuádruple de tutelas, con un 
avance del 94%. 
 
Se han corregido 2.093.084 de Historias Laborales, de un total de 2.138.523 solicitudes 
recibidas, para un cumplimiento del 98%. 
 
Colpensiones ha resuelto 1.205.396 solicitudes de prestaciones pensionales, esto 
significa un avance del 96%. Se ha cumplido con la puesta al día en la solución de 
estas peticiones. 
 
Pero no solo los indicadores avalan la gestión de Colpensiones. La nueva 
administradora va más allá y consolida un nuevo modelo de protección social que 
contempla tres grandes programas: Cotización por Semanas, para que los trabajadores 
que laboran por días puedan cotizar sólo por las semanas trabajadas; la Pensión 
Familiar, para que las parejas puedan sumar sus semanas y obtener una pensión; y los 
Beneficios Económicos Periódicos -BEPS, para los trabajadores que no cuentan con 
ingresos suficientes para aportar a una pensión, pueden hacer un ahorro voluntario y 
obtener un subsidio del Estado del 20% más. 
 
Con estos nuevos programas y una sólida estrategia pedagógica, Colpensiones busca 
promover la cultura del ahorro en los colombianos y a su vez desarrollar mecanismos 
que permitan ampliar la cobertura de protección, para que más trabajadores, sin 
importar sus condiciones económicas, logren un futuro con digno y tranquilo. 
Con respecto a Pereira, podemos mencionar una sentencia, ya  que, como la misma 
Agencia Nacional de Defensa Juridica del Estado ha manifestado no tienen claro la 
cantidad de procesos ejecutivos que se han presentado ni aun siquiera a nivel nacional. 
 
Sentencia T441/13.: a través de derecho de petición se pide el mínimo vital de usuarios 
del régimen de prima media  
Referencia: expedientes T-3.762.813, T-3.766.013, T-3.768.223, T-3.769.087, T-
3.770.142, T-3.773.891 y T-3.775.449. 
 EXP. T-3.770.142 
José Obdulio Bueno Gañán, mediante apoderado judicial, interpuso acción de tutela en 
contra de Colpensiones, por considerar que ésta vulneró sus derechos fundamentales a 
la seguridad social, al mínimo vital, a la dignidad humana y el de petición. El actor 




5.1.1. Afirma que la Junta Nacional de Invalidez lo calificó con el 56.49% de pérdida de 
la capacidad laboral y que el 7 de junio de 2012, solicitó al Instituto de Seguros 
Sociales-Seccional Risaralda el reconocimiento de la pensión de vejez. 
  
5.1.2. Relata que a la fecha de interponer la tutela -29 de noviembre de 2012-, la 
entidad aún no había dado respuesta a su solicitud. Igualmente, sostiene que 
tampoco ha recibido comunicación alguna por parte de Colpensiones, puesto 
que, a causa de la liquidación del ISS, es esa entidad la que actualmente 
resuelve las peticiones sobre temas pensionales. 
  
5.1.3. Por lo anterior, considera que tanto el ISS como Colpensiones, al no haber 
tomado una decisión de fondo, han vulnerado su derecho fundamental de 
petición y, de paso, al mínimo vital, contrariando numerosos fallos 
jurisprudenciales sentados por la Corte Constitucional sobre la materia. 
  
5.1.4. En tal sentido, solicita al juez que tutele sus derechos fundamentales y ordene a 
las entidades referidas que lo incluyan en nómina. 
  
 
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
  
Mediante auto del 29 de noviembre de 2012, el Juzgado 5 Penal del Circuito de 
Pereira, admitió la acción de tutela y ordenó correr traslado de la misma a  
Colpensiones y al ISS en liquidación. 
  
 
Respuesta de Colpensiones 
 
  
Señaló que con fundamento en el decreto 2013 de 2012, el Gobierno nacional previó un 
plan de entrega de archivos y expedientes pensionales que permitieran asegurar 
la continuidad del servicio de seguridad social. 
 
  
 Así, indicó que como consecuencia de lo anterior, Colpensiones y el ISS en liquidación 
suscribieron un acuerdo que permitiera la entrega inmediata de expedientes 
pensionales que estuvieran en trámite judicial. 
  
 
  Frente al caso del accionante, asegura que Colpensiones aún no ha recibido su 
expediente administrativo, que contiene toda la información suficiente, completa, 
veraz e idónea para resolver de fondo la solicitud pensional por él 
presentada, “generando una situación actual de imposibilidad material para 
responder de fondo lo solicitado”. 
 
  
En tal sentido, solicita al juez de tutela que el ISS sea vinculado al proceso con el fin de 
que se le ordene la remisión del expediente contentivo de la solicitud del accionante y, 





Fallo único de instancia - Juzgado 5 Penal del Circuito de Pereira 
  
En sentencia del 11 de diciembre de 2012, el juez decidió negar la solicitud de tutela 
frente al reconocimiento y pago de la pensión de invalidez y concederla respecto 
del derecho de petición. 
  
  Indicó que la acción de tutela no es el mecanismo previsto por el legislador para 
resolver estos asuntos, siendo propio de los jueces laborales. 
  
De otro lado, señaló que como no existe una respuesta de fondo por parte de la 
entidad, es viable tutelar el derecho de petición, para lo cual concedió a Colpensiones 








Obran en el expediente las siguientes pruebas documentales. 
  
Copia de la cédula de ciudadanía del accionante, cuya fecha de nacimiento data del 22 
de julio de 1942. 
  
Copia de la solicitud de pensión presentada ante el ISS-Seccional Risaralda, el 7 de 
junio de 2012. 
  
Copia del dictamen de pérdida de la capacidad laboral proferido por la Junta Nacional 
de Invalidez el 30 de abril de 2012. 
  
Copia de los reportes de semanas cotizados en pensiones, expedido por Colpensiones 
















• La Administración debe contar con una serie de políticas y lineamientos en materia 
de defensa jurídica, sistemas de información óptimo y rápido y un cuerpo de 
abogados experto, para poder defenderse en los estrados judiciales, en caso de 
que el Estado sea condenado en los casos de responsabilidad, es decir, cuando 
las acciones de tutela y demandas sean en verdad comprobadas que falló el 
sistema establecido por COLPENSIONES. 
 
• La estructura de la ANDJE fue diseñada en tres direcciones principales: dirección 
de defensa jurídica, dirección de gestión de información y dirección para la 
defensa jurídica del Estado (prevención del daño antijurídico, donde se puede 
demostrar que todas contribuyen a mejorar la defensa jurídica del Estado. 
 
• La labor de la ANDJE se hace bajo los lineamientos que enmarcan un precedente 
jurisprudencial del Consejo de Estado, y por esto, los documentos especializados 
proferidos por la ANDJE no tienen carácter obligatorio frente a las entidades 
estatales, así como tampoco, tales sentencias de unificación constituyen 
seguridad jurídica frente al Consejo de Estado, si se tiene en cuenta que éste 
puede fallar contrario a ellas 
 
• Cualquier esfuerzo del ciudadano por hacer valer lo dicho hay en las sentencias 
de unificación, implicará para él la interposición de una acción de tutela contra 
sentencia y esto al final contraviene el principio de celeridad y eficiencia por parte 
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